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Accionante:

Samuel Ángel Giraldo
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Juzgado Primero de Pequeñas Causas y Juzgado Cuarto Laboral del Circuito  

Proceso:


Acción de Tutela 

Magistrado Ponente:
Julio César Salazar Muñoz
Temas: 


DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / REQUISITOS / NO CAUSÓ DERECHO A MESADA 14 / NO HUBO VULNERACIÓN / NIEGA.  El demandante en ningún aparte del relato hace una estimación de la afectación de sus derechos fundamentales, ni identifica plenamente los supuestos fácticos constitutivos de la vulneración que alega, púes se limitó en su escrito a indicar que tiene derecho a percibir la mesada pensional que le fue suprimida y que la misma resulta ser vital para el sostenimiento suyo y de sus dos hijos que se encuentran estudiando, sin señalar la conducta en la que incurrió el juzgado o la omisión que generó la afectación de sus garantías constitucionales.
(…)

Y si a lo anterior se suma que no se configura el principio de inmediatez en la medida en que tardó más de seis meses en impetrar la acción constitucional, toda vez que la decisión por medio de la cual el juzgado vinculado decidió el grado jurisdiccional de consulta, se produjo el 12 de julio de 2017 y la presente acción fue impetrada el 21 de febrero del año que corre.
(…)

De lo  dicho,  cabe anotar,  que la decisión de los Juzgados Primero de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple y Cuarto Laboral del Circuito de Pereira respecto a la decisión adoptada en el proceso ordinario laboral de única instancia promovido por SAG contra Colpensions, no fue violatoria del debido proceso, ni en ella se incurrió en vías de hecho, pues la misma no se manifiesta desatinada, ni se perciben desaciertos ostensibles o contrarios al ordenamiento jurídico ni al precedente de esta Corporación. 

En síntesis, las sentencias no pueden calificarse como arbitrarias, abusivas o caprichosas; por el contrario, evidencian el respeto por el principio de favorabilidad que le asiste al demandante y la protección de las garantías procesales establecidas para las partes.  

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CESAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, seis de marzo de dos mil dieciocho
Acta N° 0           de 6 de marzo de 2018
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira a decidir la acción de tutela iniciada por SAMUEL ÁNGEL GIRALDO en contra del JUZGADO PRIMERO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE PEREIRA y el JUZGADO CUARTO LABORAL DEL CIRCUITO, ambos de esta ciudad.
ANTECEDENTES

Informa el señor Samuel Ángel Giraldo que fue pensionado por invalidez mediante resolución No 005278 de 2005 y posteriormente, Colpensiones le reconoció la pensión de vejez, mediante acto administrativo No 244134 de 2013; que en virtud a la modificación en el riesgo de la prestación, le fue suprimida la mesada 14, decisión que lo obligó a iniciar una acción laboral con el fin de que le fuera restituido dicho derecho, la cual correspondió por reparto al Juzgado Primero de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de esta ciudad, despacho que en decisión de fecha 12 de junio de 2017, declaró probada la excepción de inexistencia del derecho, cobro de lo no debido y buena fe formuladas por Colpensiones, negando la posibilidad de percibir nuevamente la mesada 14 y condenándolo a pagar las costas procesales.
Es por todo lo anterior que procura de restablecer sus derechos fundamentales a la vida digna, debido proceso, igualdad, favorabilidad y mínimo vital y en aplicación a los principios de la condición más beneficiosa y de unidad de pensión se revoque la decisión que negó sus pretensiones y en su lugar se concedan, respecto al reconocimiento de la mesada 14.

TRÁMITE IMPARTIDO

Admitida la acción, se ordenó la notificación del juzgado accionado, concediéndoles el término de dos (2) días para que se pronunciara sobre los hechos y pretensiones en los que se fundamenta.  Igual término le fue concedido a Colpensiones, entidad que fue vinculada a la litis en consideración a que integra la parte pasiva dentro del proceso ordinario laboral cuyo trámite aquí se reprocha, así como al Juzgado Cuarto Laboral del Circuito, despacho que decidió lo pertinente al grado jurisdiccional de consulta que se surtió en favor del accionante.
Sin pronunciamiento del accionado, ni de los vinculados al proceso, procede la Sala a decidir previas las siguientes

CONSIDERACIONES 

PROBLEMAS JURÍDICOS
¿Reúne la presente acción constitucional los requisitos de procedibilidad establecidos jurisprudencialmente por la Corte Constitucional, para controvertir por este medio decisiones judiciales?
¿Incurrieron los juzgados accionados en una vía de hecho al negar el restablecimiento de la mesada 14 al actor?
Con el propósito de dar solución a los interregontes, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:
1. PROCEDENCIA DE LA TUTELA CONTRA DECISIONES JUDICIALES.
Para resolver el interrogante es necesario tener en cuenta que desde la entrada en vigencia de la Constitución de 1991 se ha decantado por la jurisprudencia constitucional, respecto a la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, que ésta resulta viable en todos aquellos casos en los que la actuación de la autoridad judicial carezca de fundamento objetivo y sus decisiones sean el producto de una actitud arbitraria y caprichosa, que traiga como consecuencia la vulneración de derechos fundamentales de las personas.

La teoría de las, inicialmente denominadas "vías de hecho", que abre el paso a la tutela contra providencias judiciales, las caracterizó como decisiones contrarias a la Constitución y a la Ley, que desconocen la obligación del Juez de pronunciarse de acuerdo con la naturaleza misma del proceso, siguiendo los lineamientos trazados en la ley y definiéndolo de conformidad con las pruebas oportuna y legalmente allegadas. Lo anterior por cuanto los servidores públicos y, específicamente, los funcionarios judiciales, no pueden interpretar y aplicar las normas en forma arbitraria, pues ello implicaría abandonar el ámbito de la legalidad y atentar contra los principios del Estado de Derecho. 

Sin embargo, debe precisarse que no toda irregularidad procesal genera una vía de hecho, más aún cuando quien se dice afectado, tiene la posibilidad de acudir a los mecanismos ordinarios establecidos para solicitar la protección de sus derechos; pues no puede olvidarse que la acción de tutela tiene un carácter subsidiario, es decir, que sólo es procedente a falta de otros mecanismos de defensa judicial y no puede utilizarse para “provocar la iniciación de procesos alternativos o sustitutivos de los ordinarios o especiales, ni para modificar las reglas que fijan los diversos ámbitos de competencia de los jueces, ni para crear instancias adicionales a las existentes”

De otro lado, insistentemente, se ha dicho que la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, no autoriza al Juez constitucional para entrar a resolver sobre la cuestión litigiosa controvertida dentro del proceso, pues su labor se limita a analizar la conducta adoptada por el funcionario judicial, la cual se concreta a través de la providencia demandada.  Si la decisión no es producto de una actuación arbitraria o abusiva, sino el resultado de una confrontación objetiva y seria entre la normatividad aplicable y el caso concreto, dicha actuación no puede ser objeto de amparo constitucional a través del mecanismo de la acción de tutela.  

En consecuencia la labor del Juez constitucional se limita, en estos casos, a determinar si la actuación de la autoridad efectivamente es producto de una actitud arbitraria y contraria al ordenamiento jurídico, sin que le sea dable inmiscuirse en el trámite del proceso judicial, tomando decisiones paralelas a las que cumple quien, en ejercicio de su función constitucional lo conduce, pues no pueden desconocerse los conceptos y principios de autonomía, independencia de los jueces, acceso a la administración de Justicia, seguridad jurídica y vigencia del Estado Social de Derecho. 

La Corte Constitucional, en sentencia T-054-15, ratificó los requisitos generales y específicos establecidos en la sentencia C-590 de 2005 para que proceda la acción de tutela contra sentencias judiciales, siendo éstos:
“Los primeros se acreditan siempre (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios, antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) en caso de tratarse de una irregularidad procesal, que ésta tenga incidencia directa en la decisión que resulta vulneratoria de los derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y, que ésta haya sido alegada al interior del proceso judicial, en caso de haber sido posible; y, (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela.

                                                       

3.4. Por su parte, los segundos, conocidos como requisitos específicos de procedibilidad, ampliamente elaboradas por la jurisprudencia constitucional, son: defecto orgánico, defecto sustantivo, defecto procedimental o fáctico; error inducido; decisión sin motivación; desconocimiento del precedente constitucional; y violación directa a la constitución”.

2. DEBIDO PROCESO.

El artículo 29 superior, señala que "el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas", lo cual indica que tanto las autoridades judiciales como las administrativas, deben actuar respetando y garantizando el ejercicio del derecho de defensa, dentro de los procedimientos diseñados por el legislador.

3. CASO CONCRETO.

El reproche de la parte actora descansa en hecho de que no hayan resultado prósperas las pretensiones incoadas con la demanda ordinaria laboral de única instancia que inició en contra de Colpensiones para que le fuera restablecida la mesada 14 y que correspondió para su conocimiento y trámite al Juzgado Primero de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de Pereira.

Lo primero que debe determinarse antes de proceder con la solución del problema jurídico planteado, es verificar la viabilidad de trámite de tutela, encontrando que no se cumplen con algunos de los requisitos que por vía jurisprudencial ha establecido la Corte Constitucional para que proceda la acción constitucional contra decisiones judiciales, por las razones que pasan a explicarse.

El demandante en ningún aparte del relato hace una estimación de la afectación de sus derechos fundamentales, ni identifica plenamente los supuestos fácticos constitutivos de la vulneración que alega, púes se limitó en su escrito a indicar que tiene derecho a percibir la mesada pensional que le fue suprimida y que la misma resulta ser vital para el sostenimiento suyo y de sus dos hijos que se encuentran estudiando, sin señalar la conducta en la que incurrió el juzgado o la omisión que generó la afectación de sus garantías constitucionales. 

Es más ni siquiera informó que en virtud a que la decisión de única instancia le fue desfavorable se surtió el grado de consulta ante el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito, por lo que tampoco, respecto a este despacho, hizo alusión a una indebida conducta de su parte.

Y si a lo anterior se suma que no se configura el principio de inmediatez en la medida en que tardó más de seis meses en impetrar la acción constitucional, toda vez que la decisión por medio de la cual el juzgado vinculado decidió el grado jurisdiccional de consulta, se produjo el 12 de julio de 2017 y la presente acción fue impetrada el 21 de febrero del año que corre.
No obstante, si en gracia de discusión se omitiera el hecho que no concurren los requisitos de procedibilidad, en este asunto habría que decir no se percibe irregularidad en el proceder de los juzgados involucrados, pues ambos hicieron el análisis probatorio y legal que estimaron adecuado al caso concreto, encontrando los dos que aunque Colpensiones erró al momento de ordenar la conversión de la pensión de invalidez que venía disfrutando el señor Ángel Giraldo a la de vejez, tal yerro obró en favor del tutelante.

Como se indicó con anterioridad, en estos casos, al juez de tutela solo le es dable verificar si en la actuación judicial que se reprocha se evidencia la vulneración de los derechos fundamentales que le asisten a las partes en conflicto, sin que sea posible que ejerza el control del proceso ni de la decisión como juez ordinario, desatando un instancia adicional y es en cumplimiento de tal labor, que luego de analizada la actuación cuestionada, en este caso se observa que Colpensiones, en aplicación del artículo 10 del Acuerdo 049 de 1990,  debía simplemente mutar el riesgo pensional, sin ninguna consideración adicional, de suerte que la prestación continuaba percibiéndose en cuantía de un salario mínimo, por 14 mesadas anuales.

No obstante, según la Resolución GNR 244134 de 2013, la administradora analizó la procedencia de la de pensión de vejez, como prestación independiente de la que venía disfrutando, encontrando que el actor, como beneficiario de régimen de transición, no sólo le debía ser reconocido el derecho pensional reclamado, sino que le correspondía una mesada superior a la que se encontraba percibiendo.

Así las cosas, tal y como abordó Colpensiones el asunto, resultaba evidente que debía darse aplicación al Acto Legislativo 01 de 2005, toda vez que la pensión de vejez concedida al doctor Samuel Ángel Giraldo, se causó el 17 de noviembre de 2012, fecha para la cual, conforme lo establecido en el parágrafo 6º en concordancia con el artículo 8º de la misma disposición correspondía reconocer 13 mesadas anuales.

En consideración con lo expuesto, ninguna irregularidad se avizora en el actuar de las funcionarias accionadas, pues emerge claro que de haber accedido a las pretensiones del actor, éste habría resultado perjudicado en la medida en que habría recuperado la mesada 14, pero el monto mensual se hubiera visto reducido al mínimo, diferencia que resulta significativa si se tiene en cuenta que para el año 2013 la mesada pensional era del orden de $941.769 y el salario mínimo igual a $589.500.  
De lo  dicho,  cabe anotar,  que la decisión de los Juzgados Primero de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple y Cuarto Laboral del Circuito de Pereira respecto a la decisión adoptada en el proceso ordinario laboral de única instancia promovido por Samuel Ángel Giraldo contra Colpensions, no fue violatoria del debido proceso, ni en ella se incurrió en vías de hecho, pues la misma no se manifiesta desatinada, ni se perciben desaciertos ostensibles o contrarios al ordenamiento jurídico ni al precedente de esta Corporación. 
En síntesis, las sentencias no pueden calificarse como arbitrarias, abusivas o caprichosas; por el contrario, evidencian el respeto por el principio de favorabilidad que le asiste al demandante y la protección de las garantías procesales establecidas para las partes.
Al margen de lo expuesto, es preciso llamar la atención de la accionante en el sentido de que no es la tutela un mecanismo previsto para propiciar una instancia adicional cuando el litigante queda inconforme con la solución definitiva otorgada por la jurisdicción.
Deben ser cuidadosas las partes cuando proponen acciones de tutela contra las providencias judiciales, pues un ejercicio que carezca de fundamentos reales, puede dar lugar, no solo a desvirtuar las bondades de tal mecanismo de protección ciudadana, sino también a congestionar los despachos judiciales. 
De acuerdo con lo expuesto, en consideración a que no sólo no resultaba procedente la solicitud de amparo, sino que ningún derecho fundamental fue vulnerado con las sentencias proferidas por los Juzgados Primero de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple y Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, en las que se negó el derecho al doctor Samuel Ángel Giraldo a recuperar la mesada 14, la protección solicitada será negada.
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión Laboral No 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando Justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE

PRIMERO: NEGAR la protección invocada por la señora SAMUL ÁNGEL GIRALDO.
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por medio más expedito.
TERCERO: DISPONER el envió de la presente actuación a la honorable Corte Constitucional para lo de su competencia, en el evento de que esta providencia no sea apelada.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES               ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON 
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
� T-001-97
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